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León, Guanajuato, a 29 veintinueve de marzo del año 2011 dos mil once. 

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 354/2010-JN, promovido por la ciudadana Bertha Díaz Gutiérrez; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación a la actora del acto impugnado, lo que refiere fue el 6 seis de agosto de 2010 dos mil diez, sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del oficio número TES/D.G./D.I.I./2204/10, de fecha 14 catorce de julio de 2010 dos mil diez, materia de la litis en la presente causa administrativa, se encuentra acreditada con el original del oficio, que obra en el secreto de este Juzgado (visible en autos, en copia certificada, a foja 14 catorce). Documento que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 119, y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que constituye un documento público, por haber sido expedido por una funcionaria pública en el ejercicio de sus funciones, aunado a que es reconocido por su emisora al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Del escrito de demanda y de las documentales admitidas como prueba a la actora, se establece que con fecha 12 doce de septiembre del 2003 dos mil tres, el Gobierno del Estado -en ejecución de un Decreto expropiatorio- transmitió a la ciudadana Bertha Díaz Gutiérrez, la propiedad del inmueble ubicado en el lote de terreno marcado con el número 3 tres, de la manzana 10 diez de la Colonia Carmen CTM de esta ciudad, con una superficie de 85.40 m2 (ochenta y cinco punto cuarenta metros cuadrados). Que en el contrato de transmisión de propiedad que, las partes, al efecto suscribieron, se encuentra debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Partido Judicial de León, Guanajuato y en el que, concretamente en la Cláusula Séptima, se consignó la obligación del Gobierno del Estado de realizar los trámites administrativos de traslación de dominio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior se encuentra acreditado con la copia del Contrato número IMUVI/CCTM14729, de fecha 12 doce de septiembre de 2003 dos mil tres y ratificado ante el Notario Público número 88 ochenta y ocho de éste Partido Judicial, Licenciado Ponciano Frausto Órnelas. Copia que certificada por el mismo Notario Público, es visible en autos a fojas de 10 diez a 13 trece y a la cual se le da pleno valor probatorio por hacer fe de la existencia del contrato original. 

Así las cosas, expone la actora que desde que adquirió el inmueble no había pagado el impuesto predial, por lo que a efecto de realizar el pago de dicho impuesto se presentó voluntariamente en las oficinas municipales respectivas, en donde le indicaron que no podían hacerle cobro alguno pues no existía ninguna cuenta predial a su nombre, por lo que necesitaba presentar un avalúo fiscal. Que en virtud de lo anterior fue presentado el avalúo fiscal practicado al inmueble propiedad de la actora, el 22 veintidós de febrero de 2010 dos mil diez, asignándole un valor de $25,620.00 (Veinticinco mil seiscientos veinte pesos 00/100 moneda nacional), realizado por perito autorizado y revisado por la Dirección de Catastro, el día 2 dos de marzo de 2010 dos mil diez. Avalúo que se acredita con la documental que en original obra en el secreto de este Juzgado y que es visible en autos, en copia certificada, a foja 15 quince, mismo que tiene pleno valor probatorio, por ser un documento público revisado por servidor público en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Posteriormente, el 15 quince de abril del año 2010 dos mil diez, la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, de la cual es titular la demandada, emitió un estado de cuenta en el que se le cobran a la impetrante del proceso, cinco años de impuesto predial (2005 dos mil cinco-2010 dos mil diez), así como recargos de predial de ese mismo periodo; por lo que el 18 dieciocho de junio de ese mismo año, presentó la actora un escrito de inconformidad ante la demandada, al considerar vulnerado el artículo 49 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues ella se presentó, de forma espontánea, a pagar las contribuciones omitidas, por lo que el importe de los recargos no debe exceder de los causados en un año. . . . . . . . . 

A esto, la autoridad respondió en el oficio impugnado, que no está en posibilidad de cancelar los recargos generados calculados por 5 cinco años, toda vez que corresponde a los propietarios de los inmuebles, el solicitar la inscripción del contrato en el padrón inmobiliario, de acuerdo a lo que señala el artículo 167 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. Respuesta que la justiciable considera ilegal por carecer de la debida fundamentación y motivación; pero sobre todo porque se dejó de aplicar lo que en su favor establece el artículo 49 de la señalada Ley de Hacienda; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por ser una cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, este  Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la presente causa administrativa, la autoridad demandada no hizo valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento, en tanto que este Juzgador, no advierte de oficio, la actualización de alguna que impida el estudio del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

SEXTO.-  No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados por la actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De los conceptos de impugnación, a los que la actora denomina como “agravios”, quien resuelve se avocará al estudio del que considera trascendental para el sentido de la presente sentencia, como lo es el señalado con el inciso c), sin necesidad de transcribirlo, así como tampoco los restantes; sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el inciso c) de los conceptos de impugnación, la actora refiere que el oficio impugnado: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“c)… la demandada dolosamente deja de considerar que en mi favor se debe aplicar lo establecido en el tercer párrafo del artículo 49 de la Ley de Hacienda para los Municipios… Es decir, la autoridad demandada no toma en cuenta que al momento en que voluntariamente me acerqué ante ella para pagar el impuesto predial correspondiente al aludido terreno de mi propiedad, se actualiza en mi favor el supuesto contemplado en el párrafo y artículo mencionados de la citada Ley Estatal; es decir, la demandada únicamente debe cobrarme el impuesto predial que legalmente debo pagar por el terreno de mi propiedad así como los recargos causados durante un año por la omisión en el pago oportuno del referido impuesto, pero no cobrarme recargos por 5 años...” .  
Por su parte, la autoridad demandada expresó respecto al señalado inciso c) de los conceptos de impugnación: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Es importante señalar que el pago no fue realizado de manera espontánea, ya que el acto que generó dicha transmisión fue el contrato de transmisión de propiedad en ejecución de decreto expropiatorio de fecha 12 doce de septiembre de 2003, así mismo realiza la inscripción en fecha... teniendo obligación el particular además de realizar la inscripción en el padrón catastral...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Analizado que es el acto impugnado, así como las constancias que integran la presente causa administrativa, este Juzgador considera que es fundado el concepto de impugnación planteado por la actora; toda vez que efectivamente como lo hace valer, la resolución emitida por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro vulnera en perjuicio de la actora el contenido del artículo 49, tercer párrafo de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues de acuerdo al mismo le corresponde el pago únicamente de los recargos causados durante un año. . . . . . . . . . . . . . . . .
El precepto invocado, refiere en su tercer párrafo: . . . .  .  . . . . . . . . . . . . . . 

“Cuando el contribuyente pague en forma espontánea las contribuciones omitidas, en los términos del artículo 67 de esta Ley, el importe de los recargos que se determinen, no deberá exceder de los causados durante el año.” . . . . . . . . 

De donde se infiere que si el contribuyente se acerca de manera espontánea a la autoridad fiscal, para realizar su pago; en cuanto a los recargos,  -los que constituyen una indemnización al fisco por falta de pago oportuno-,  únicamente puede cobrar los causados durante un año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el presente caso, se tiene por cierto que la justiciable se acercó de manera voluntaria a cubrir el impuesto predial, sin que pudiera efectuar pago alguno por no existir en ese momento cuenta predial a su nombre, lo que no se desvirtúa de modo alguno, pues en el avalúo del inmueble resalta que el motivo del mismo lo es la “Apertura de Cuenta”, lo que coligado con el dicho de la actora en el punto C. del capítulo de Hechos, lleva a concluir que efectivamente no existía una cuenta predial a su nombre para que pudiera hacer el pago del referido impuesto; razón por la cual, la autoridad municipal competente, no lo calculó ni cobró, sin que resulte valido lo argumentado por la demandada, en el sentido de que la actora tenía la obligación de realizar la inscripción en el padrón municipal, pues ello no tiene relación alguna con la actualización del supuesto que en el artículo 49, tercer párrafo, antes mencionado se establece, mismo que resulta vulnerado con lo resuelto por la autoridad demandada, acerca de que sostiene que: “no está en posibilidad de cancelar los recargos generados en la cuenta predial...”, porque están debidamente calculados de acuerdo a lo que dispone el artículo 167 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; lo que además de encontrarse erróneamente fundado e insuficientemente motivado, constituye una violación a la señalada Ley de Hacienda, toda vez que el artículo 167, no se refiere en absoluto a los recargos, cuyo cobro constituye la esencia de la impugnación de la ciudadana Bertha Díaz Gutiérrez; sino que como de su lectura se desprende, si un inmueble no está inscrito en los padrones fiscales, da lugar al cobro del impuesto por 5 cinco años fiscales anteriores a la fecha en que se haya descubierto la infracción, además de las sanciones que autoriza la ley;  pero no contiene disposición alguna referente a los recargos ni a la procedencia del cobro de recargos por cinco años, como parece entenderlo la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, es precisamente el artículo 49 de la Ley de Hacienda para los Municipio referida, la que establece que se cobrarán los recargos hasta por 5 cinco años, cuando no se pague un crédito fiscal dentro del plazo señalado; aclarando que dichos recargos proceden como una indemnización por la falta de pago oportuno, pero no como una sanción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

También es en dicho precepto, en el que se contiene en su párrafo tercero, la disposición que refiere la actora le beneficia, pues refiere que cuando el contribuyente pague de forma espontánea las contribuciones omitidas, el importe de los recargos no debe exceder de los causados durante un año; luego entonces carece de razón la autoridad demandada en señalar que corresponde el cobro de recargos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues lo aplicable es lo señalado en el artículo 49 de la misma ley, tal y como lo plantea la actora. . . . .  

A mayor abundamiento, la autoridad demandada no debe pasar por alto, que de acuerdo a lo establecido en el Contrato de transmisión de la propiedad de fecha 12 doce de septiembre del 2010 dos mil diez, celebrado entre la actora y el Gobierno del Estado de Guanajuato, dicha instancia gubernamental, como ya se dijo en la última parte del segundo párrafo del Considerando Cuarto, fue la obligada a realizar la traslación de dominio ante la autoridad correspondiente, según se señaló en la Cláusula Séptima del señalado contrato; por lo que no basta con que exprese la titular de la dependencia demandada, que el Gobierno del Estado realizó la inscripción en una fecha determinada, sino que también la de realizar la inscripción en el padrón catastral en cuanto al traslado de dominio, lo que aparentemente no se hizo; luego entonces, no resulta valido lo expresado por dicha autoridad demandada en su contestación a los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, al resultar fundado el argumento esgrimido por la actora y, además existiendo una equivocada apreciación de los hechos por parte de la autoridad demandada, para la emisión del oficio impugnado, el mismo debe declararse nulo al surtir efectos las hipótesis que se contiene en la fracción IV del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En vista de lo anterior, en los términos de la fracción III del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se decreta la nulidad del oficio número TES/D.G./D.I.I./2204/10, de fecha 14 catorce de julio de 2010 dos mil diez, por la que se negó la cancelación de los recargos generados por 5 cinco años al no encontrarse inscrito en los padrones fiscales el inmueble de su propiedad ubicado en el lote de terreno marcado con el número 3 tres, de la manzana 10 diez de la colonia Carmen CTM de esta ciudad, respecto de la cuenta predial número 01 A B61320 001 (cero-uno AB seis-uno-tres-dos-cero cero-cero-uno); para el efecto de que la autoridad demandada, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente sentencia, lo deje insubsistente y con plenitud de competencia, emita otro en donde tomando en cuenta que la actora buscó de manera espontánea, pagar el impuesto predial, fundada y motivadamente, cobre el importe adeudado por dicho impuesto, respecto del inmueble propiedad de la ciudadana Bertha Díaz Gutiérrez, calculando los recargos causados solamente durante un año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de nuestro máximo Tribunal en el País, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido”. Novena Época. Registro: 195590. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta VIII, Septiembre de 1998. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 67/98. Página:   358. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- Toda vez que en el presente asunto resultó fundado el concepto de impugnación planteado en el inciso c), y que el mismo es suficiente para decretar la nulidad para determinados efectos del acto impugnado, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos esgrimidos por la actora, ya que su análisis no afectaría en forma alguna el sentido de esta resolución. . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, visible a página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción III; y 302, fracciones II y IV del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la Nulidad del oficio número TES/D.G./D.I.I./2204/10, de fecha 14 catorce de julio de 2010 dos mil diez; para el efecto de que la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente sentencia, lo deje insubsistente y con plenitud de competencia, emita otro en donde tomando en cuenta que la actora buscó de manera espontánea, pagar el impuesto predial, fundada y motivadamente, cobre el importe adeudado por dicho impuesto, calculando los recargos sin que excedan de los causados en un año; ello atento a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . 
Debiendo informar a este Juzgado sobre el cumplimiento que dé al presente resolutivo, aportando las constancias que así lo acredite. . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

